




















































































PETRÓLEO Y PAZ 

CUADRO 1 
ESCENARIOS DE PRODUCCiÓN, REFINACiÓN Y DEMANDA DE PETRÓLEO EN COLOMBIA 1970 • 2015 

(EN MILES DE BARRILES DIARIOS) 

año producción descubrimientos producción carga demanda demanda 

nuevos' directa a refinerias sin recesión 

Ecopetrol 

1971 218,0 30,0 134,3 122,4 
1971 241,0 30,0 145,3 137,0 
1972 195,8 30,0 154,8 142,6 
1973 183,8 30,0 156,1 151.7 
1974 168,2 40,0 161,0 161,0 
1975 155,4 43,0 155,0 160,5 
1976 144,7 44,0 158,6 165,6 
1977 136,3 42,8 159,0 169,3 
1978 129,7 43,7 152,6 183,0 
1979 123,4 46,2 150,6 175,0 
1980 124,6 59,7 151,9 177,9 
1981 134,0 55,6 171,0 199,5 
1982 141,8 52,9 165,0 198,1 
1983 152,0 51,9 185,6 227,9 
1984 167,1 69,6 188,3 234,3 
1985 176,5 68,4 185,2 237,0 
1986 302,1 73,3 201,3 222,8 
1987 385,3 79,5 224,7 238,4 
1988 374,8 80,7 219,2 243,2 
1989 404,4 83,3 223,8 250,6 
1990 439,4 87,6 231,0 261,3 
1991 425,6 83,9 245,4 272,8 
1992 438,4 90,7 239.4 277,7 
1993 453,2 93,7 241,9 257,1 
1994 454,0 95,5 246,5 287,0 
1995 585,0 112,6 256,1 300,2 
1996 626,0 115,7 280.0 307,7 
1997 652,3 119,4 277,2 310,4 
1998 754,3 115,8 280,5 311,5 
1999 815,3 815,3 103,0 284,1 302,3 
20002 687,1 890,0 122,0 290,8 300,2 300,2 
2001 584,0 830,0 110,0 300,0 315,2 318,2 
2002 496,4 763,6 99,0 300,0 327,8 337,3 
2003 421,9 649,1 89,0 300,0 340,9 357,5 
2004 358,6 551,7 72.0 300,0 354,6 379,0 
2005 304,9 468,9 65,0 300,0 368.8 401.7 
2006 259,1 398,6 58,0 300,0 383,5 425,8 
2007 220,3 338,8 53,0 300,0 398,8 451,4 
2008 187,2 288,0 47,0 300,0 414,8 478,5 
2009 159,1 244,8 43,0 300,0 431,4 507,2 
2010 135,3 208,1 38,0 300,0 448,6 537,6 
2011 115,0 176,9 41,0 300,0 466,6 569,9 
2012 97,7 150,3 34,0 300,0 485,3 604,1 
2013 83,1 127,8 31,0 300,0 504,7 640,3 
2014 70,6 108,6 28,0 300,0 524,8 678,7 
2015 60,0 92,3 25,0 300,0 545,8 719,4 

Fuente: Ecopetrol y cálculos del autor 
1. Con descubrimientos nuevos se quiere decir lo que se neces ita para mantener un escenario exportador 
2. Los cálculos son estimados a partir del año 2000. 
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GRAFICA 1 
ESCENARIOS DE PRODUCCiÓN, REFINACiÓN Y DEMANDA DE PETRÓLEO EN COLOMBIA 

1970 · 2015 . HISTÓRICO Y PROYECTADO 
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Fuente: Estadísticas de Ecopetrol y cálculos del autor 

anunció el descubrimiento del campo de Coporo en el Pie de monte llanero, 
que según sus especulaciones, representaría 500 millones de barriles, con una 
producción diaria de 100.000 barriles. Posteriormente, se anuncia un nuevo 
descubrimiento en Medina, también en el Piedemonte, y recientemente se 
habló de un yacimiento de 300 millones de barriles en Guaduas 
(Cundinamarca), pero los datos no mostraron ese nivel. El objetivo de 
planeación es encontrar 2.500 millones de barriles en los próximos cinco años, 
en el período 1998-2002 y la meta se incrementará a 4.000 millones de ba­
rriles en el periodo 2003 - 2007 [Pérez 2001,33-39]. En un periodo de diez 
años, descubrir tantas reservas como en toda la historia petrolera del país. Por 
ello, se introducen fuertes cambios y modificaciones a la contratación petro­
lera, tanto en la participación de los asociados en la renta, como en las moda­
lidades contractuales. Durante los últimos cuatro años, los descubrimientos 
han alcanzado 110 millones de barriles, que significan una producción diaria 
máxima de 30 mil barriles. 

55 



PETRÓLEO Y PAZ 

El enunciado Colombia es un país petrolero se sustenta en el logro de la 
autosuficiencia petrolera yen la condición de exportadores. Sin embargo, los 
datos recopilados arrojan una expectativa contraria y muestran siempre drás­
ticas caídas en la curva de producción (gráfica 1). 

Esta realidad se ha interpretado de diferentes maneras y ha generado el 
actual debate político de los actores que intervienen en este proceso, en el 
que prima la defensa de los intereses de cada uno de ellos, en un panorama 
de visos caóticos. 

LA PROPIEDAD DEL SUBSUELO 

Antecedentes históricos 
En 1930, se discutió el establecimiento de una ley de petróleos que diera 

fin a la situación de emergencia con que se había tratado la extracción de hi­
drocarburos en Colombia. La ley 37 de 1931, cuya discusión comenzó en 
1929, estableció la concesión como el primer sistema contractual en Colom­
bia. El parlamento adoptó las recomendaciones efectuadas por una comisión 
de expertos internacionales contratada por el gobierno. La controversia exis­
tente en el país sobre la explotación del petróleo se obvió sin una solución 
social definitiva, con lo que quedó la puerta abierta para que todas las opcio­
nes que no consideraron que su interés estaba representado en esa ley man­
tuvieran la discusión. Los fundamentos de esa discusión están aún vigentes. 

Las diferentes posiciones van desde la alternativa de la propiedad privada 
absoluta del subsuelo, hasta la de la nacionalización total, como única forma 
de su explotación. 

En las consultas ministeriales de 1929, se pueden apreciar los principales 
cinco argumentos al respecto [Ministerio de Industrias 1929]. 

l. Los hidrocarburos le pertenecen al dueño de la tierra, puesto que son de­
rechos adquiridos sobre la base de títulos otorgados por la Corona Española, 
baldíos otorgados con posterioridad a la Independencia, al Código Fiscal de 
minas de Antioquia de 1873 ya la constitución de 1886. La propiedad del 
subsuelo fue puesta en tela de juicio por el descubrimiento de la gran utili­
dad del petróleo, más allá del alumbrado doméstico. En tal razón, los dere­
chos adquiridos deben respetarse, porque fueron adquiridos en leyes vigentes 
bajo su momento. Los otorgados sobre baldíos que la nación conservó y que 
sean objeto de contrato deben cumplirse porque el contrato es ley para las 
partes y su otorgamiento crea derechos que son adquiridos y obligaciones de 
forzoso cumplimiento. Si el Estado quiere tener acceso a la información so­
bre hidrocarburos de quienes no tienen derechos adquiridos, debe comprar-
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los al dueño de la información y a falta de acuerdo, mediante ley previa, po­
dría expropiar indemnizando por un justo precio, esto solo en el caso en que 
los hidrocarburos fuesen declarados de utilidad pública [Ministerio de Indus­
trias 1929, concepto de Luis Felipe Latorre]. 

2. El petróleo está nacionalizado y hay dos clases de propiedad. El petróleo 
está nacionalizado en virtud de la disposición legal que establece que los bie­
nes situados en el territorio nacional están sujetos a las disposiciones del 
Código Civil (artículo 20), aun cuando sus dueños sean extranjeros y resi­
dan fuera de Colombia, es decir, inclusive a los extranjeros se les aplican las 
leyes colombianas, en virtud de reciprocidad legislativa y reciprocidad diplo­
mática, de reconocimiento de derechos civiles e igualdad en su aplicación. Esta 
igualdad se hace extensiva a sociedades extranjeras reconocidas como perso­
nas jurídicas. 

Las formas de propiedad correspondientes a particulares gozan de dere­
chos imprescriptibles. Los hidrocarburos nacionales del subsuelo de baldíos 
no otorgados perderían su importancia si fueran inalienables, pues perderían 
significación para el patrimonio del Estado. Su controversia solo es factible 
en el caso de la propiedad del subsuelo, que no es conveniente, pero si facti­
ble, al encontrar fórmulas para la explotación de los hidrocarburos, sin que 
el Estado pierda la propiedad del subsuelo, mediante contratos en condicio­
nes estipuladas por la ley, con igualdad de derechos civiles para los extranje­
ros, acorde con convenios internacionales, o limitados por motivos de orden 
público [Ministerio de Industrias 1929. Concepto de Pedro María Carreño] . 

3. El carácter de la propiedad del Estado. La nación es dueña de los hidro­
carburos existentes, de los terrenos que mantienen condición de baldíos y de 
los que siendo de particulares fueron adjudicados con posterioridad a la vi ­
gencia de las leyes que reservaron para el Estado su propiedad1o . Sobre la 
propiedad del Estado, es necesario establecer cómo se accedió a ella, para poder 
definir el carácter de su explotación. Si la propiedad de la nación es una de­
claración de dominio, los yacimientos son enajenables, igual que los terrenos 
baldíos que siempre fueron de la nación o propiedad colectiva. La ley civil 
permitió su transferencia a propiedad individual; o se puede mantener su de ­
recho a contratar los yacimientos. 

10 La controversia sobre cuál ley establece la vigencia de la propiedad del subsuelo con pro­
piedad de la nación sobre las reservas de hidrocarburos contenidas es motivo de contro ­
versia y solo se solucionará con el instrumento jurídico aportado por la ley 97 de 1993 
declarada exequible por la Corte Constitucional que establece que los derechos de terce­
ros sobre hidrocarburos se aplican sobre situaciones jurídicas subjetivas y concretas, per­
feccionadas hasta el 22 de diciembre de 1969 . 
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Pero si lo que la nación efectuó fue un acto de reservar para ella la propie­
dad del subsuelo, eso significa que los yacimientos son prácticamente 
inalienables y su otorgamiento requiere expresa aprobación legislativa. Aun­
que un bien aparezca como inalienable, es un problema de conveniencia ha­
cerlo parte del comercio, para poder utilizarlo, y la ley podrá otorgar la 
resolución de esa situación dejando que su explotación sea realizada por par­
ticulares, con contratos que consagren el derecho de las autoridades de vigi­
lar su explotación y mantener informado al gobierno, para que la nación pueda 
hacer uso de sus derechos [Ministerio de Industrias 1929. Concepto de Al­
berto Goenaga]. 

4. Espíritu de libre empresa. El deber del Estado es dar estímulo y desa­
rrollo al espíritu de empresa de los ciudadanos, que al igual que la propiedad 
pública es la suma de las prosperidades individuales y de la potencia fiscal del 
Estado, para garantizar el desarrollo de la economía. La explotación de hi­
drocarburos está relacionada con la revolución en el uso de los hidrocarbu­
ros y así su explotación sea un negocio aparentemente privado, el negocio 
debe estar bajo una administración pública verdaderamente eficiente, de los 
grandes intereses nacionales. Algunas fases de la industria, como el transpor­
te por oleoductos, deben estar bajo la dirección del Estado. Los trabajos de 
explotación de campos petroleros requieren ingentes capitales, que podrían 
ser obtenidos por empréstitos extranjeros o posibles acumulados nacionales. 
El control de la industria que haga el gobierno debe asegurar el mayor bene­
ficio a título de arrendamientos o participación de utilidades, según el siste­
ma fiscal que se adopte, sin entrabar la gestión administrativa del negocio, ni 
perseguir el monopolio directo de los medios de producción. La regalía im­
puesta no debe desalentar iniciativas industriales. 

La explotación del petróleo se efectúa sobre bienes inmuebles, en los que 
se asienta la soberanía nacional, el capital es cosmopolita y la aceptación de 
sociedades constituidas en el extranjero debe estar sometida irrevocablemente 
a la ley territorial, que prima por encima de todos los requerimientos la 
practicabilidad comercial, bajo la autoridad de la administración pública [Mi­
nisterio de Industrias 1929. Concepto de Lucas Caballero] . 

5. La mayor parte del petróleo debe beneficiar a la nación colombiana. El 
petróleo es fundamental para el desarrollo de las naciones en la época actual 
y constituye un problema de seguridad nacional. Colombia posee importan­
tes yacimientos de petróleo y le conviene explotar esos yacimientos, aun va­
liéndose de compañías extranjeras, asegurando las justas utilidades que le 
corresponden como dueño. Los contratos que Colombia realice para la ex­
plotación, en los que se descuentan los gastos de explotación y los intereses 
por anticipación de fondos, deben distribuirse así: 10% para la compañía con-
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tratista y 90% para el gobierno, el que deberá destinar la nútad de esa suma a 
la cancelación de la anticipación de fondos que las compañías contratistas 
hubiesen aportado para la exploración, explotación y adnúnistración de yaci­
miento s comerciales hasta su total amortización. 

Es decir, ante la importancia estratégica de los yacimientos de hidrocar­
buros, se impone su total nacionalización y asegurar la soberanía colombiana 
sobre la formación de una industria nacional, en perspectiva hacia el futuro . 

En medio de estas cinco posiciones relevantes se presentan también pun­
tos de vista prácticos en la gestión de los hidrocarburos, que llaman la aten­
ción sobre la urgencia de su desarrollo y la administración de la riqueza. 

La ut;gencia de establecer un estatuto legal que supla el estancamiento o la 
inconveniencia que su ausencia genera a la industria de los hidrocarburos. El 
argumento principal que se esgrime para suplir esa ausencia es que la eco­
nomía del país reposa casi exclusivamente sobre la producción de café y que 
su importancia no tiene la misma perspectiva que la que tiene el desarrollo 
de una industria de petróleos. Su potencia es insospechada para la época y 
establecer una legislación permanente requiere de "confianza en nuestra 
propia capacidad para resolver libremente nuestros problemas de importan­
cia" . La consecuencia de prolongar indefinidamente la solución conlleva a 
una sentencia: 

Los pueblos que no saben aprovecharse a tiempo de sus recursos naturales 
corren siempre el peligro de verse eliminados en la competencia internacional. 
La riqueza que los propios no saben aprovechar será objeto de la codicia de los 
demás [Ministerio de Industrias 1929. Concepto de Jorge A. Perry]. 

Este argumento enfoca fundamentalmente el uso y disfrute de los hidro­
carburos hacia una concepción de mantener el país vinculado al mercado in­
ternacional, como objetivo fundamental de los recursos naturales y el modelo 
de desarrollo es derivación de esa necesidad y no de una perspectiva de desa­
rrollo autónomo con sentido nacional propio. 

Esa argumentación y ese mismo afán imperan hoy en la Empresa Colom­
biana de Petróleos, Ecopetrol. La perspectiva que esta empresa traza para los 
recursos puestos a su disposición tiene base en siguiente el argumento: 

El petróleo está remplazando gradualmente al café como la fuente indivi­
dual más importante de las exportaciones. Con la diferencia de que es además 
un inmenso recurso fiscal, de enorme importancia para el gasto público, para 
la estabilidad presupuestal del país y que además se extrae el petróleo en áreas 
en donde el Estado no ha tenido una acción fuerte, intensa, donde las necesi-
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dades básicas están muy mal, donde la población vive en condiciones de po­
breza y donde Ecopetrol no puede ser simplemente un enclave que extrae el 

recurso natural y se olvida de la situación de la gente en esas regiones [Urdinola 
1997, 17]. 

Con ese argumento, se fundamenta la urgencia de modificar el sistema 
contractual, bajo la legislación vigente, para extraer el petróleo antes de que 
pase de moda en un mundo que ahora es energético, pues, 

sería inconcebible que repitiéramos con el petróleo historias como la de la 
quina, la sal de nitro, el caucho natural o el guano, y que nos quedará para siem­
pre enterrado un recurso valioso en términos estratégicos y económicos, por­
que fallamos en nuestra responsabilidad histórica y lo dejamos pasar de moda 
[EcopetroI1997,5]. 

La administración de este recurso de la nación también ha sido un perma­
nente punto de controversia. En uno de los conceptos emitidos en 1929, a 
solicitud del gobierno, un grupo de ciudadanos residentes en Medellin sos­
tuvo la importancia de establecer un Consejo Nacional de Hidrocarburos, 
integrado por especialistas y expertos en los ramos internacional, jurídico, de 
Estado, técnico y comercial, a quienes se les exigiría dedicación absoluta en 
la solución de problemas relacionados con los petróleos y puestas a su dispo­
sición todas las informaciones, elementos y colaboradores que estimasen ne­
cesarios [Ministerio de Industrias 1929. Conceptos de Carlos E. Restrepo, 
Mariano Ospina Pérez, Jaime Botero Londoño y Gonzalo Restrepo J aramillo J. 

La escogencia de tal Consejo no debería ser función del Ejecutivo, para 
sustraerlo a influencias. Se debería tomar la decisión, sobre la base de pro­
puestas de ternas presentadas por la Sociedad Colombiana de Jurisprudencia 
y la Corte Suprema de Justicia, en el caso del experto en cuestiones interna­
cionales y jurídicas; del Consejo de Estado, en el caso de expertos en cues­
tiones de Estado; de la Sociedad Colombiana de Ingenieros, en el caso del 
experto en asuntos técnicos; y de la Junta Directiva del Banco de la Repúbli­
ca, en el caso del experto en asuntos comerciales y financieros. 

Estos ciudadanos, entre ellos los dos primeros, quienes desempeñaron 
posteriormente la Presidencia de la República, proponían la creación de un 
mecanismo del más alto nivel posible, político e intelectual, para regir, en 
acuerdo con los poderes del Estado, la administración del recurso de hidro­
carburos. Hoy, la administración de Ecopetrol, no el gobierno nacional, pide 
una 'seña política' para reformar el contrato e interpretar su aplicación y pro­
duce las respectivas modificaciones, para destinar suficientes utilidades al eje-
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cutivo. La insurgencia armada, los sindicatos, sectores de la academia y otros 
actores sociales demandan la constitución de un Consejo que rija el recurso 
petrolero de propiedad de la nación. 

La propiedad) en la Constitución de 1991 
La Constitución de 1991 no varió las condiciones de propiedad del pe­

tróleo. En la gestión del recurso confluye la yuxtaposición de procesos in­
conclusos y contradictorios, tanto nacionales como internacionales, agenciados 
por actores influyentes. 

Examinemos inicialmente los eventos de la Asamblea Constituyente. 
El descubrimiento del campo de Cusiana se anuncia al mundo dos días 

después de firmada la Constitución de 1991. La Asamblea Constituyente 
abordó el tema de los recursos naturales no renovables, pero sus decisiones 
afectaron el petróleo. En la segunda vuelta, el texto del artículo 322 (350 en 
el proyecto), que presentó la Comisión Codificadora como base para some­
ter a votación final la nueva Constitución, establecía: "El territorio con los 
bienes públicos que de él forman parte, pertenecen únicamente a la nación" 
[Asamblea Nacional Constituyente 1991,24]. 

Ese nuevo articulado ponía fin a la propiedad del subsuelo de los resguar­
dos indígenas y a la discusión sesquicentenaria sobre las propiedades priva­
das del subsuelo de la nación, a la controversia entre el Ministerio de Minas y 
Energía y los funcionarios de Ecopetrol sobre la propiedad privada del pe­
tróleo por particulares, la vigencia de esa propiedad y la demostración de ella. 

Ecopetrol actuó principalmente preocupado por la federalización del re­
curso, que le otorgaba la propiedad del subsuelo a los entes locales y regio­
nales. Pero el punto en discusión era la propiedad de los yacimientos que 
fueren encontrados en los contratos ya firmados (aproximadamente 100 re­
clamaciones sobre propiedad privada del subsuelo, en trámite de reconoci­
miento, en el Ministerio de Minas y Energía). 

Adicionalmente, Ecopetrol argumentó: 

Existen muchos intereses particulares que le disputan a la nación colombia­
na, en nuestra opinión con muy frágiles argumentos jurídicos, la posibilidad de 
explotar estos recursos de indudable beneficio de toda la comunidad y acorde 
con el principio universal de que los recursos naturales son propiedad de los 
pueblos [Ecopetrol -División Jurídica 1991]. 

La reforma constitucional debería dar cabida a un artículo destinado a 
poner fin a la controversia, que diera término también "al privilegio que nunca 
ejercieron quienes dispusieron de la oportunidad de explotar un recurso con 
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fundamento en títulos y adjudicaciones provenientes de épocas socialmente 
superadas" [Ecopetrol - División Jurídica 1991]. 

Con el fin de solucionar en su favor la controversia pendiente, Ecopetrol 
sugiere un texto igual o similar al siguiente: 

Todos los recursos naturales no renovables del suelo y del subsuelo perte­
necen a la Nación en forma inalienable e imprescriptible . En ejercicio de esa 
propiedad, podrá explorarlos y explotarlos directamente, a través de organis­
mos descentralizados, o conferir a los particulares el derecho de hacerlo, o re­
servarlos temporalmente por razones de interés público. Lo dispuesto en el 
presente artículo se aplica sin perjuicio de los derechos constituidos a favor de 
terceros. Esta excepción solo comprende las situaciones jurídicas, subjetivas y 
concretas, debidamente perfeccionadas y que antes del 22 de diciembre de 1969, 
fecha en que entró a regir la ley 20 de ese año, hubieren estado vinculadas a 
yacimientos descubiertos y que conserven su validez jurídica [Ecopetrol - Di­
visión Jurídica 1991). 

El artículo se reformó quedando como está establecido hoy: "332. El 
Estado es propietario del subsuelo y de los recursos naturales no renovables 
sin perjuicio de los derechos adquiridos y perfeccionados con arreglo a las 
leyes preexistentes". Y sobre los indígenas quedó establecido: 

330 [ ... ] parágrafo: La explotación de los recursos naturales en los territo­
rios indígenas se hará sin desmedro de la identidad cultural, social y económica 
de las comunidades indígenas. En las decisiones que se adopten respecto a di­
cha explotación, el gobierno propiciará la participación de los representantes 
de las respectivas comunidades. 

El problema quedó resuelto. 

La contratación petrolera 
En una posterior evaluación, entregada en una entrevista que realizó la 

empresa Shell, el constituyente Carlos Rodado Noriega expresó: 
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10 que quedó igual, entonces, fueron las formas contractuales vigentes de 
producción de petróleo. Para la extracción del recurso, se venía utilizando de 
tiempo atrás el otorgamiento de concesiones y la permanencia de propiedad 
privada. A partir de 1955, se otorgan contratos de asociación, que se convier­
ten en el principal instrumento de contratación desde 197411 (cuadro 1). 

SURGIMIENTO DE ECOPETROL 

Ecopetrol se creó en 1951, con la reversión de la concesión 'especial' De 
Mares. Luego la empresa se convierte en el administrador del recurso petro­
lero de la Nación, y en virtud de esa función otorga los contratos de asocia­
ción. Para hacerlo, compra algunas concesiones y recientemente recibió los 
campos de concesiones que han revertido a la nación . 

Su proceso de creación no está suficientemente estudiado y en torno a 
él persisten las opiniones que expresan que ella obedeció al cumplimiento 
de una decisión de la Corte, que interpreta el cumplimiento del contrato 
con la Tropical Oil Company. Es decir, que Ecopetrol se crea para asumir 
la totalidad de la concesión, "cuando a media noche retumbaron las cam­
pañas", como acto inicial del cumplimiento de la ley 165 de 1948 [Bendeck 
1993, 72]. 

Sin embargo, puesto que toda política pública es expresión de conflictos 
sociales, se puede interpretar su creación de otra manera. Ecopetrol tiene 
origen en la dinámica social del país, que se va a expresar en la violencia 
desencadenada con posterioridad a la muerte de Jorge Eliécer Gaitán y en 
particular, en el ámbito de lo petrolero, en la dinámica social de 
Barrancabermeja, relacionada con la finalización de la concesión y con las 
relaciones laborales. 

El asesor de los sindicatos de los trabajadores petroleros, Diego Montaña 
Cuéllar, relata así los acontecimientos: 

Faltando año y medio para el término de la concesión [ .. . ], la tropical des­
pidió a todos los trabajadores de perforación y de limpieza de pozos, con el 

pretexto de que no tendría tiempo para recuperar los gastos hechos en ese lap-

11 El decreto ley 2310 de 1974, dictado bajo Emergencia Económica (Estado de Sitio en lo 
económico, en la Constitución de 1886), abolió el otorgamiento de nuevas concesiones 
estableciendo que "con excepción de los contratos de concesión vigentes en la fecha de 
expedición de este decreto, la exploración y explotación de hidrocarburos de propiedad 
nacional estará a cargo de la Empresa Colombiana de Petróleos, la cual podrá llevar a efecto 
dichas actividades, directamente o por medio de contratos de asociación, operación de 
servicios o de cualquier otra naturaleza, distintos de los de concesión, celebrados con 
personas naturales o jurídicas, nacionales o extranjeras ". 
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so. El móvil era presionar a los trabajadores constituidos en un sindicato muy 

combativo y bien organizado, para que plantearan al gobierno la prórroga 12, 

que por otra parte reclamaba la gran prensa como un buen negocio para el país 

y 'un favor que le hacia a la Tropical' (Diario Oficial 26722 ). Los trabajadores 

no se dejaron utilizar como instrumentos de presión para la prórroga del con­

trato de concesión, sino que le declararon la huelga a la Tropical, con la ban­

dera de que la compañía estaba obligada a trabajar hasta el último día del 

contrato, so pena de causar grave perjuicio a los intereses de la nación vincula­

dos a la reversión [ .. . ] Esta huelga, que duró sesenta días yen la que participa­

ron todos los trabajadores de la industria en forma solidaria, logró derrotar la 

prórroga y fue la primera huelga por la nacionalización del petróleo [Montaña 

1973, 13] . 

Con la creación de Ecopetrol, se canalizan las expectativas económicas y 
políticas de trabajadores, estudiantes y sectores sociales nacionalistas. La nueva 
empresa sería, entonces garantía de abastecimiento de materia prima para el 
desarrollo industrial del país, la base de construcción de una industria nacio­
nal del petróleo. 

La complejidad de la situación 
El Estado asume la obligación de administrar Ecopetrol, ante la negativa de 

la Andi (Asociación Nacional de Industriales) de disponer los 100 millones de 
pesos de capital, con el que se daría inicio a la empresa como un ente privado. 
La simbología social es contraria a esta actitud gubernamental e industrial. Ante 
la ausencia de una política clara de nacionalizaciónl 3, aumenta la complejidad 
del problema, con la expresión de la más amplia gama de posiciones sobre el 
manejo del petróleo y sobre la solución que se debía adoptar. 

Las organizaciones sindicales de los trabajadores conciben la nacionaliza­
ción como la estatización de la industria; excepcionalmente, algunos gober­
nantes l4 conciben la necesidad de industrializar la empresa estatal; otros 

12 Se define que el contrato vence en 1951 y no en 1946. 

13 EI18 de abril de 1963, la Cámara de Representantes solicitó al gobierno la presentación 
de proyectos de nacionalización . El ministro de Minas de la época manifestó su desacuer­
do [véase Pardo 1963, LII -LlII] . 

14 "Cuando se habla de la nacionalización de petróleo se está incurriendo en un error de 
expresión, puesto que la mayor parte de nuestros yacimientos pertenecen a la nación . De 
ahí que entre nosotros exista un régimen de concesiones, al que me referiré mas adelan­
te . De lo que se trata sería de nacionalizar la industria destinada a aprovechar y beneficiar 
el petróleo, industria que como se sabe comprende las actividades de exploración, explo­
tación, refinación, transporte y distribución." [Pardo 1963, CXX). Para la gestión de esa 
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administradores de Ecopetrol y sectores sociales ls consideran el deber moral 
de reinvertir la rentabilidad de Ecopetrol en el desarrollo industrial, para ge­
nerar beneficio social: lo llaman 'sembrar el petróleo'. 

Por otro lado, se encuentran opiniones que defienden la necesidad de li­
beralizar la industria, para dejarla a las fuerzas del mercado. Se dice que en el 
mercado se pueden obtener los recursos financieros para convertir el petró­
leo en un bien transable l 6

; otros otorgan al mercado la única posibilidad para 
la industria y por tanto ven necesaria la total liberalización para alcanzar la 
eficacia, la eficiencia y la competitividadl 7

. 

En el intermedio de estas posiciones existe una variedad de propuestas. Hay 
una perspectiva jurídica que concede a la norma legal la capacidad para adoptar 
las políticas que el país estime convenientes o adecuadas para obtener desa­
rrollo industrial l8

; otros buscan articular la competitividad y la responsabili­
dad social l9 . 

Lo descrito anteriormente confirma la inexistencia de un sector homogé­
neo en la controversia petrolera, que haya logrado imponer una política a largo 
plazo y que mantenga coherencia en las diversas coyunturas. En la realidad 
colombiana, el panorama es incierto y desalentador en relación con la bús­
queda de respuestas a los interrogantes planteados. 

INCIDENCIA DE OTRAS VOCES 

Finalmente, están los actores no escuchados en la discusión de la coyun­
tura. La academia no realiza un debate amplio, aunque hay importantes es-

política fue nombrado Mario Galán Gómez como presidente de Ecopetrol [Pardo 1963, 
LXIX] . 

15 En calidad de presidente de Ecopetrol, Francisco Chona Contreras propuso como eje de 
la política petrolera una estrategia de "sembrar el petróleo". Esta consiste básicamente 
en construir una empresa petrolera fuerte en capacitación técnica, en desarrollo humano, 
en trasferencia de tecnología para lograr una autonomía petrolera, que funcione como 
ente autónomo ejecutor de una política trazada desde "un foro permanente de análisis y 
discusión, como ocurre en otros sectores básicos" [Chona 1986]. La propuesta de Chona 
fue expresada posteriormente también por la Fundación Centro de Investigaciones Ener­
géticas, Cien . 

16 Segovia [1995, 157-161]. Rodolfo Segovia Salas es exministro de Obras Pública y ex­
presidente de Ecopetrol. Actualmente ocupa un puesto en la Junta Directiva Mundial de 
la Occidental Petroleum. 

17 Medina [1995,91 -99]. Fernando Medina es reconocido abogado petrolero. 

18 Mora [1995, 83-89]. Humberto Mora es exmagistrado del Consejo de Estado, profesor 
emérito de la Universidad Nacional de Colombia y profesor de la Universidad del Rosario . 

19 Merlano [1994]. Alberto Merlano ocupó la vicepresidencia administrativa de Ecopetrol , 
desde 1985, hasta finales de los años 90. 
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fuerzos de la Facultad de Ciencias Económicas de la Universidad Nacional 
(en Medellin y Bogotá), del Instituto de Estudios Energéticos de la Univer­
sidad J averiana y algunos aportes individuales de académicos recientemente 
agrupados en un observatorio de energía en la Universidad Nacional en Bo­
gotá. En ocasiones su discusión se toma en cuenta, pero no para examinar 
críticamente los hechos, sino, por el contrario, solo si sus argumentos bene­
fician la gestión20 . 

Los otros sectores sociales no cuentan con un espacio de discusión de la 
política de hidrocarburos21 • La prensa solo registra los hechos que son 'noti­
cia' o a sus analistas de cabecera. ¿Dónde podrán los colombianos realizar el 
debate sobre el recurso de la nación? 

ES NECESARIO ENCAUZAR EL DEBATE 

La situación de los hidrocarburos refleja la ausencia de una política de lar­
go plazo. La discusión sobre el petróleo abarca una gran gama de temas y es 
evidente que quienes han manifestado interés en la problemática han hecho 
oír sus voces, pero no logran articularse en una problemática común que siente 
las bases de una política. 

Por la característica que ha tomado el debate, los temas vitales han queda­
do ocultos: el problema básico de la propiedad de los recursos y su manejo 
soberano, el problema de la coyuntura, el autoabastecimiento y la autosufi­
ciencia. La controversia ha tenido un sentido positivo, que considera de la 
mayor importancia la norma o gestión definida por la autoridad, pues pro­
gresivamente irá conduciendo al objetivo adoptado como razonable. La au­
sencia de democracia en la elaboración, conducción y ejecuCión de una política 
de hidrocarburos es manifestación de la inexistencia de los espacios políticos 
y públicos para el debate. 

Nos hemos equivocado en tres ocasiones, antes de la coyuntura y estamos 
cerca de volvernos a lamentar de nuestra desgracia petrolera, porque no se­
remos auto suficientes o porque el volumen de los ingresos desindustrializará 
el país o porque el recurso se agotó. 

En 1964, desechamos la importancia vital de explorar. En 1969 conside­
ramos inconcebible una escalada en los precios y una crisis de abastecimien-

20 "Estamos dispuestos a ir a la universidad a mirar sus modelos. Ese no es el problema. Es 
un problema que se resuelve en los computadores. El problema es el concepto, es el con­
cepto de un contrato flexible" [Betancourt 1994,143]. 

21 "Este Congreso Nacional Petrolero no está llamado a tomar decisiones, ni asumir posi­
ciones o conclusiones colectivas, que comprometan a sus organizaciones o al conjunto 
de los sectores y personas que se han hecho presentes en él" [Nule 1994, 15]. 
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too En 1974, entramos por el camino de los contratos de asociación, en una 
"etapa de presión y desesperación [que] no resultó afortunada" [Segovia 
1990, 11] Y cuyos resultados dan un balance de incertidumbre: "no puede 
hablarse de una 'bonanza petrolera', aunque la nueva situación representó un 
alivio para la balanza comercial al dejarse de importar crudo" [Carvajal 1986, 
94]. Entonces, se elaboraron planes para cambiar la situación. 

Hoy, en una situación de globalización, nos comparamos con los vecinos 
y entramos en una loca carrera por ofrecer mejores condiciones, sin detener­
nos a examinar el futuro de los planes de ajuste del FMI, la crisis mexicana de 
1995, o el posible fracaso de las políticas de apertura. Queremos 'copiar' al 
vecino, para competir a la altura de las circunstancias. 

La expresión 'Colombia es un país petrolero' puede interpretarse en dos 
sentidos: uno, como quedó establecido en un comienzo, parte de la protec­
ción del recurso y su adecuado aprovechamiento. El otro, establece que bajo 
las leyes del mercado se logra esa condición y por tanto, la mejor política es 
'no tener política'; es decir, es suficiente con elaborar unas metas de corto 
plazo y unas políticas de gestión. Así, la planeación es innecesaria, los agen­
tes de la economía escogen la asignación de recursos. 

Pero en Colombia, el manejo del recurso de la nación está en manos del 
presidente de la República y de su ministro del ramo (artículo 115 de la Cons­
titución Nacional); adicionalmente, el suministro de energía es un servicio 
público que debe garantizar el Estado. Por tanto, la planeación requerida es 
de tipo indicativo (monopolio regulado), para informar al mercado la mejor 
conveniencia de asignación de recursos. La planeación centralizada quedó 
eliminada. 

El petróleo, entonces, ha quedado bajo el esquema de competencia en el 
mercado. Esto implica la privatización del recurso. Las medidas en .este sen­
tido se están adoptando, si se considera como privatización la transferencia 
al sector privado, de actividades que venía desarrollando el sector público22 

(medidas contenidas en el decreto 2310 de 1974, que estableció el Contrato 
de Asociación). La continuación de ese esquema presupone adicionales y 
permanentes medidas de regulación, como revisiones a: la contratación, la 
tributación, las condiciones de inversión extranjera y los precios. 

La planeación indicativa crea incertidumbre yeso afecta a los actores so­
ciales y económicos. En primer lugar, está dirigida a informar de la rentabili­
dad de la inversión y esto puede ir en detrimento del nivel de vida y el ingreso 
de la población. En segundo lugar, los inversionistas demandan suficientes 

22 Véase Montenegro [1993]. La otra forma de privatización es la enajenación de bienes 
del Estado. 
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estímulos para garantizar su permanencia, particularmente, en torno al ins­
trumento contractual de largo plazo. En tercer lugar, el gobierno requiere 
de la reestructuración del ente estatal, como 'amortiguador', para utilizarlo 
como instrumento de corrección de las indicaciones del plan de gobierno. 
La controversia por tanto se ha centrado en el instrumento 'amortiguador' y 
en la renta del Estado. 

Las relaciones entre Ecopetrol y su sindicato se fraccionaron y no pueden 
escapar a la responsabilidad que tenía la empresa en el manejo del recurso 
petrolero. El sindicato de Ecopetrol, la Unión Sindical Obrera, asume el mo­
nopolio de la discusión petrolera, su interés particular y la función del ente 
'amortiguador' de la planeación. El sindicato debe horizontalizar su estruc­
tura, no solo concentrarla y centralizarla, en forma tal que la organización 
resultante amplíe su campo de acción, para dar cabida plenamente a los inte­
reses colectivos, si quiere asumir su representación. 

La característica de la propiedad de la nación sobre el petróleo no puede 
evaluarse con los mismos parámetros de la propiedad privada particular. La 
propiedad del Estado [véase N ovoa 1979] ejerce dominio con el fin de pro­
teger el bien de la Nación y no excluye a la sociedad de ese dominio, puesto 
que también pertenece a las generaciones futuras y a la cultura nacional . 

La naturaleza de Ecopetrol debe corresponder al cumplimiento de la pro­
tección del petróleo de la Nación. AqUÍ se incluyen dos problemas: primero, 
la responsabilidad social que le compete como un ente que es parte del Esta­
do; segundo, como empresa petrolera no puede evitar, como ninguna em­
presa petrolera puede hacerlo, desarrollar un beneficio social inmediato 
derivado de la rentabilidad petrolera, en las áreas de influencia próxima [Re­
vista Petroleum 1995,48], de lo contrario reproduce el conflicto social. propio 
de la economía de enclave23 . 

Adicionalmente, el destino de las finanzas de Ecopetrol es un tema que 
define la forma de aprovechamiento del recurso. Una parte de los ingresos 
del petróleo se distribuye, en forma de regalías, en los diversos estamentos 
del Estado. Sin embargo, el gobierno tiene a su libre disposición los recursos 
que se apropia por el petróleo que explota directamente y el que le corres­
ponde como parte en los contratos de asociación. Estos recursos pueden te­
ner tres destinos: reinversión autónoma, redistribución social y gastos del 
gobierno, lo cual sería su efecto perverso. 

Tenemos pues que los temas en discusión, ordenados temáticamente o 
puestos en blanco y negro, no abordan el problema desde sus fundamentos; 

23 Filtración de recursos fuera de la región. 
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la discusión se plantea solo en términos coyunturales del manejo de unos ins­
trumentos inscritos en una perspectiva de mercado, competitividad y dismi­
nución del riesgo. 

¿Es esta la voluntad política del constituyente primario? La gestión se ha 
impuesto, no ha sido producto del conjunto de las relaciones de poder, que 
dan lugar a la Constitución de la nación. Nuestra sociedad mantiene 
fraccionamientos que se pretenden irreconciliables, o se descalifican de tajo 
expresiones de fracciones de poder. Los impedimentos a la voluntad de unión 
de las diversas fracciones hacen evidente la inexistencia de una política sobre 
los recursos naturales no renovables. Por tanto, la definición de una política 
de hidrocarburos es una definición social. 
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